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Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones 
Memoria de Reclamaciones 2017 

Derechos de los legatarios 

 

 

Legatarios 

 

Comenzando con la figura del legatario, cabe señalar que no puede ocupar por su propia 

autoridad la cosa legada, sino que debe pedir su entrega y posesión al heredero o albacea, 

cuando esté autorizado para darla, según se infiere de lo establecido por el artículo 885 del 

Código Civil. 

 

Por tanto, con carácter general, este DCMR viene estimando que para que la entidad 

permita la disposición de los saldos al legatario debe exigirle la constancia de las 

instrucciones específicas al respecto de los herederos o del albacea. En caso de que el 

legatario estimara que su pretensión no ha sido atendida por el heredero o albacea en los 

términos de la disposición testamentaria podrá plantear la controversia, si así lo estima 

oportuno, ante los tribunales de justicia, únicos que pueden poner fin a aquella, al tratarse 

de una cuestión jurídico-privada. 

 

Como ejemplo de lo anteriormente expuesto, puede citarse el expediente R-201723245, en 

el que la reclamante había sido designada por el causante en su testamento como legataria, 

resultando que acudió a la oficina con intención de obtener información relativa a los 

productos de los que el causante era titular en la entidad. En este caso, este DCMR resolvió 

que, en aplicación del criterio citado, eran los herederos quienes debían solicitar la 

información a la entidad y, a su vez, eran estos los que debían dar cumplimiento al legado 

establecido por el causante y, en su caso, dar a la legataria la información requerida, 

resultando que el deber de información a la parte legataria incumbía a los herederos. 

 

Legatarios de legítima o legitimarios 

 

Por otro lado, al igual que en el ejercicio anterior, durante el año 2017 se presentaron ante 

el DCMR algunas reclamaciones que traían causa de la controversia surgida a raíz de la 

institución por el testador en su testamento de herederos (en ocasiones, herederos únicos 

y universales) que coexistían, a su vez, con legitimarios a los que se había legado la legítima 

estricta, solicitando los reclamantes un pronunciamiento en relación con el proceder de las 

entidades en cuestiones tales como la necesidad de que el legatario de legítima participe y 

preste su consentimiento en la partición y adjudicación de la herencia, o la negativa de 

estas a facilitar a los legatarios de legítima determinada información relacionada con las 

cuentas del causante. 

 

Debemos adelantar que la resolución de estas cuestiones no resulta pacífica, existiendo 

diferentes corrientes doctrinales que, bajo distintos argumentos, permiten alcanzar una u 



 

 2/4         

otra conclusión. Además, habrán de tenerse en cuenta las normas de derecho foral o 

especial que rigen en algunas comunidades autónomas o territorios de estas en lo relativo 

a la institución de heredero, puesto que en estas normas, a diferencia de lo que sucede en 

las de derecho sucesorio común, la institución de heredero en testamento puede ser un 

requisito de validez de este. 

 

A lo anterior, habría que añadir y recordar que el ámbito de competencia del DCMR se 

centra en determinar si el proceder de las entidades reclamadas en relación con los hechos 

denunciados se ajusta a lo establecido por la normativa de transparencia de operaciones y 

de protección de la clientela, así como a las buenas prácticas y usos financieros. Por tanto, 

las controversias planteadas deben resolverse teniendo en cuenta lo anterior y, 

circunscribiéndonos a dicho ámbito de actuación, excediendo de él la interpretación de las 

disposiciones legales o testamentarias y la fijación de su alcance, así como la resolución de 

controversias de naturaleza jurídico-privada, cuyo conocimiento y resolución, en su caso, 

correspondería a los tribunales de justicia. 

 

En definitiva, en los supuestos que se plantean el DCMR analiza cada caso atendiendo a 

las circunstancias concretas, resolviendo en función de ellas y poniendo el énfasis en 

analizar si las entidades actúan de manera arbitraria o carente de justificación, o si, por el 

contrario, los motivos por ellas invocados encuentran razón de ser en la prudencia que cabe 

exigirles en cuestiones como las que nos ocupan, en las que han de conjugarse los 

intereses y derechos de diversos sujetos, los cuales deben ser protegidos por las entidades 

depositarias de los fondos. 

 

Información 

 

Durante el ejercicio también se han presentado reclamaciones en las que se planteaba qué 

información se ha de facilitar a los legatarios de legítima. En este sentido, comenzamos por 

señalar que en las normas de derecho sucesorio común —lógicamente, cuando resultan 

aplicables al caso— la institución de heredero no es requisito especial del testamento y, 

por tanto, su validez no depende de que contenga institución de heredero propiamente 

dicha. Asimismo, debe tenerse en cuenta que la existencia del régimen de legítimas supone 

que el testador no puede disponer de la cuota reservada a los legitimarios. De lo anterior 

se deriva que, existiendo legitimarios, siempre y cuando el testador respete la 

correspondiente legítima, este puede ejercitar su libre voluntad testamentaria en relación 

con la institución de heredero, de forma tal que pueden ser designados a título de herederos 

o de legatarios. 

 

Establecida esta diferencia por el testador —heredero o legatario de legítima—, como forma 

de expresión de su voluntad testamentaria, el DCMR ha venido sosteniendo, a salvo de la 

mejor opinión de los tribunales de justicia, que el deber de información de la entidad 

incumbe a los herederos, a los que podría acudir el legitimario que ha sido designado como 

legatario en el testamento; ello, claro está, con independencia de apreciar el innegable 

interés que tiene para los legitimarios el conocer el valor a que asciende el patrimonio 

hereditario. 

 

No obstante lo anterior, el DCMR considera que no constituye una mala práctica bancaria 

el que las entidades faciliten a los legitimarios, legatarios de legítima, a su solicitud, un 
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certificado con las posiciones del causante, a la fecha del óbito, en la medida en que dicho 

certificado resulta necesario para el cumplimiento de una obligación legal como es la 

liquidación del impuesto sobre sucesiones y donaciones. 

 

En el expediente R-201701930 —en ese mismo sentido nos pronunciamos en el expediente 

R-20171359—, la parte reclamante denunciaba la negativa de la entidad a atender su 

petición de entrega de documentación sobre los movimientos de las cuentas de la 

causante. Por su parte, la entidad reclamada manifestaba que la parte reclamante no era 

heredera sino legataria de una legítima estricta, por lo que entendía que debía reclamar su 

legado y cualquier información a los herederos de la causante. 

 

El DCMR, conforme a la normativa y a las designaciones testamentarias, estimó, salvo 

superior criterio al respecto de los tribunales de justicia, que la reclamante ostentaba la 

cualidad de legitimaria de su causante, habiéndole legado en el testamento la legítima 

estricta, sin que en ninguna otra cláusula o mención del testamento se le otorgase la 

condición de heredera. 

 

No existiendo, pues, acreditación de la condición de heredero de la parte reclamante, sino 

de legataria de legítima estricta, el DCMR entendió que no cabía censurar la actuación de 

la entidad, pues si bien es cierto el innegable interés de los legitimarios en conocer el valor 

a que asciende el patrimonio hereditario, no es menos cierto que dicha información y 

reclamación, en su caso, de cuanto les corresponda, pudiera efectuarse por el legitimario, 

designado a título de legatario, directamente a los herederos y, en su caso, a través de la 

autoridad judicial, que valorará la procedencia o no de una solicitud de esta naturaleza. 

 

En definitiva, el deber de información incumbe a los herederos instituidos como tales en 

testamento, a los que podrá acudir el legitimario que ha sido designado en testamento a 

título de legatario de legítima estricta. 

 

Disposición de fondos 

 

Por lo que respecta a las reclamaciones relacionadas con la disponibilidad de los fondos 

de las cuentas de los causantes, habiendo efectuado el testador la partición y coexistiendo 

en testamento herederos, designados como tales por el testador, con legatarios de legítima, 

tan solo cabe apuntar, de manera sucinta, que la doctrina de la Dirección General de los 

Registros y del Notario (DGRN)1 viene sosteniendo que, atendiendo a la naturaleza de la 

legítima, no resulta posible inscribir la escritura de aceptación y adjudicación de herencia 

otorgada solamente por el designado en testamento como heredero, considerando 

necesaria la intervención del legitimario al que se le ha adjudicado por vía de legado su 

legítima, en orden a preservar su intangibilidad. 

 

Sin embargo, algunos autores consideran que la DGRN se plantea esta cuestión solo a 

efectos registrales —inscripción de inmuebles—, al tiempo que sostienen que habrá de 

estarse a la disposición hecha por el testador sin que sea necesaria la intervención de los 

legitimarios, los cuales, en caso de verse perjudicados en su legítima, pueden impugnar la 

partición o ejercitar las acciones que les confiere la ley para la protección de su legítima. 

                                                   
1
 Resoluciones de la DGRN de 13 de junio de 2013 y de 13 de febrero de 2015. 
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A la vista de lo anterior y en los términos expuestos, resulta obvio que no corresponde al 

DCMR dirimir esta cuestión, debiendo someterla los interesados, en última instancia y de 

estimarlo oportuno, a conocimiento y resolución de los tribunales de justicia, únicos que 

pueden poner fin a la controversia. 


